
 

 
DICTAMEN ELABORADO EN RELACIÓN CON LA CONSULTA FORMULADA POR EL 
AYUNTAMIENTO DE SANTA BRÍGIDA RELATIVA A LAS PRESTACIONES ECONÓMICAS DE LOS 
SERVICIOS SOCIALES MUNICIPALES  
 
   En la sesión del Pleno de la Audiencia de Cuentas de Canarias, celebrada el día 15 de julio de 
2025, se aprobó el Dictamen que a continuación se transcribe en relación con la consulta 
formulada por el Ayuntamiento de Santa Brígida relativa a las prestaciones económicas de los 
servicios sociales municipales. 
 

“ANTECEDENTES 
 
    Con fecha 11 de marzo de 2025, el alcalde-presidente del Ayuntamiento de Santa Brígida 
solicita a la Audiencia de Cuentas de Canarias la emisión de dictamen al amparo de los artículos 
5.1 g) de la Ley territorial 4/1989, de 2 de mayo, y 36 del Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de la Audiencia de Cuentas de Canarias. 
 
     En sesión celebrada el 27 de marzo de 2025, el Pleno acuerda, por unanimidad, que por el 
área de Ayuntamientos se emita informe al respecto, dando traslado del mismo a la Secretaría 
General para informe del servicio jurídico y posterior elevación al Pleno. 
 
    Solicitado el correspondiente informe al servicio jurídico de la Institución, este fue emitido 
en fecha 30 de junio de 2025. 

 
CUESTIONES OBJETO DEL DICTAMEN 

 
    Justificación de las ayudas de emergencia social, exigencia de garantías en el caso de abono 
anticipado de la subvención y exoneración, en este tipo de subvenciones de concesión directa, 
de la obligación de los beneficiarios de hallarse al corriente en el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias o frente a la Seguridad Social. 
 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
    Con carácter previo, se debe indicar que constituye un límite, de carácter material, al ejercicio 
de la función de asesoramiento o consultiva de esta Institución de control, el respeto al ámbito 
competencial de otros órganos o entidades, y, en este sentido, debe señalarse que la 
competencia para la valoración y resolución de discrepancias de reparos, generadas en el 
contexto de las entidades locales, está atribuida específicamente “al órgano de control 
competente por razón de la materia de la Administración que tenga atribuida la tutela 
financiera”, tal y como establece el artículo 15.4 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por 
el que se regula el régimen jurídico del control interno del sector público local, correspondiendo 
tal función al órgano de control competente de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, al asumir la Comunidad las competencias de tutela financiera asignadas 



 

en el artículo 105.3 de la Ley Orgánica 1/2018, de 5 de noviembre, de reforma del Estatuto de 
Autonomía de Canarias, así como la Resolución de 18 de mayo de 2023, de la Secretaría General 
de Coordinación Territorial, de la Comisión Bilateral de Cooperación Canarias-Estado. 
 
    No corresponde, pues a esta Institución asumir una función de asesoramiento que pueda 
exceder sus límites e incidir en el ámbito competencial que corresponda a otros órganos 
respecto a la valoración y resolución de discrepancias de reparos en el contexto local. No 
obstante, en el supuesto planteado se solicita, entre otras cuestiones, aclaraciones relativas a 
los criterios sostenidos en el “Informe de fiscalización de las subvenciones de concesión directa 
de los Ayuntamientos de Granadilla de Abona, San Bartolomé de Tirajana, Arrecife, Santa Lucía 
de Tirajana y Arona. Ejercicio 2020”, por tal motivo la elaboración y redacción de este dictamen 
se realiza desde una perspectiva sustancialmente doctrinal y generalista, con el objeto de 
aclarar y redundar en los criterios generales sostenidos por la Institución en el citado Informe.” 
 
I.- En cuanto a la Justificación, este Órgano de Control ya señaló en el “Informe de Fiscalización 
de las subvenciones de concesión directa de loa Ayuntamientos de Granadilla de Abona, San 
Bartolomé de Tirajana, Arrecife, Santa Lucía de Tirajana y Arona, ejercicio 2020” que, en 
determinadas subvenciones, como las concedidas por la concurrencia de una determinada 
situación, la justificación queda subsumida en la propia concesión, al haber aportado el 
solicitante la documentación justificativa con la propia petición de la subvención. 
  
   Así, en el caso de subvenciones de concesión directa basadas en la situación del perceptor, la 
justificación de la subvención se reduce a la acreditación de dicha situación, tal como 
contempla el artículo 30.7 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones 
(en adelante, LGS): “Las subvenciones que se concedan en atención a la concurrencia de una 
determinada situación en el perceptor no requerirán otra justificación que la acreditación por 
cualquier medio admisible en derecho de dicha situación previamente a la concesión, sin 
perjuicio de los controles que pudieran establecerse para verificar su existencia”. 
 
    En estas subvenciones, que se otorgan directamente sin un proceso de selección 
competitivo, la justificación se limita a demostrar que el beneficiario cumple con los requisitos 
establecidos en la subvención. 
 
    No estamos, por tanto, ante una exención del deber de justificación, sino ante la 
simultaneidad con la concesión y, por tanto, es posible que, en tal supuesto, algunas de las 
normas de justificación de nuestro derecho positivo no sean plenamente aplicables y deban ser 
objeto de una aplicación matizada. En tales casos el deber de afectación y justificación ya ha 
sido cumplido en el momento de la concesión y, por ello, debe concluirse sobre la plenitud del 
acto de otorgamiento. 
 
    En cuanto al beneficiario, debe acreditar su situación con los documentos que se consideren 
necesarios y admisibles legalmente.  Bien es cierto, tal como se plantea en la consulta 



 

formulada, no puede quedar a criterio de los trabajadores/as sociales la exención de 
justificación, pues ello, resulta incompatible con lo dispuesto en el artículo 30.7 de la LGS, dado 
que es la Ordenanza la que debe justificar dicha exención en base a la concurrencia de una 
determinada situación del perceptor, sin que pueda quedar a criterio de un trabajador/a social. 
Justificación que en el caso del ayuntamiento consultante se recoge en el artículo 4 de la 
“Ordenanza reguladora de las prestaciones económicas de servicios sociales del Ayuntamiento 
de Santa Brígida”. 
 
    En cualquier caso, la justificación, que se referirá a la acreditación de que efectivamente se 
produce la concurrencia de una determinada situación, se refiere únicamente a que la situación 
concurra con anterioridad a la concesión y nada se dice sobre si deberá mantenerse durante 
algún periodo de tiempo concreto, por lo que deberán ser las bases las que, en su caso, se 
pronuncien sobre estos extremos. Todo ello sin perjuicio de los controles o revisiones que la 
Administración pudiera llevar a cabo. 
 
II.- Por lo que respecta a la exigencia de garantías en el caso del abono anticipado al beneficiario 
de la subvención, el artículo 43.2 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (en 
adelante, RLGS) dispone que, en caso de prever la posibilidad de efectuar pagos a cuenta o 
anticipados, las bases reguladoras podrán exigir la constitución de garantías. Así lo establece 
también el artículo 45 RLGS. 
 
    Por tanto, como puede comprobarse, no es preceptivo exigir garantía, sólo si así lo 
establecen las bases reguladoras. Las bases reguladoras pueden no establecer, por tanto, dicha 
obligación en caso de pago anticipado. Si las bases establecen la obligación de presentar 
garantías, quedarán exoneradas las personas establecidas en el artículo 42.2 del RLGS (salvo 
que las bases prevean lo contrario). 
 
III.- En cuanto a la exoneración del cumplimiento de las obligaciones tributarias y con la 
Seguridad Social, e l artículo 13.2 LGS establece una serie de circunstancias necesarias para que 
una persona adquiera la condición de beneficiaria, pero, asimismo, prevé que la norma 
reguladora de la subvención exceptúe alguna de esas circunstancias si así lo exige la naturaleza 
de la subvención. 
 
    Así, el art. 13 LGS realiza dos consideraciones importantes en relación con las condiciones y 
requisitos para obtener o no la condición de beneficiario: “1. Podrán obtener la condición de 
beneficiario o entidad colaboradora las personas o entidades que se encuentren en la situación 
que fundamenta la concesión de la subvención o en las que concurran las circunstancias 
previstas en las bases reguladoras y en la convocatoria. 
 
    2. No podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de las subvenciones 
reguladas en esta ley las personas o entidades en quienes concurra alguna de las circunstancias 



 

siguientes, salvo que por la naturaleza de la subvención se exceptúe por su normativa 
reguladora.” 
 
    Esta última expresión permite admitir que las bases reguladoras exceptúen las prohibiciones; 
pero solo podrá hacerse fundándose en la “naturaleza de la subvención”; expresión que, en 
todo caso, supone la existencia de unas peculiaridades, en las que habrá de fundamentarse la 
excepción. 
 
    Una de dichas circunstancias es la de estar al corriente en el cumplimiento de obligaciones 
tributarias y frente a la Seguridad Social; efectivamente, la normativa reguladora de la 
subvención puede exceptuar la misma si así lo exige la naturaleza de la ayuda y eso es algo 
evidente en el caso de las ayudas de emergencia social extraordinaria. 
 
    El instrumento en el cual habrá de preverse la excepción será el mismo en el que se hayan 
aprobado o se vayan a aprobar las ayudas, ya sean las bases de ejecución del presupuesto, la 
ordenanza general de subvenciones de la entidad o una ordenanza específica. 
 
    En nuestro caso concreto el artículo4 apartado 14 de la Ordenanza reguladora se prevé que 
cuando concurran circunstancias de emergencia y/o urgencia social, entre otros y en virtud del 
artículo 29.3 de la Ley 16/2019 de 2 de mayo de Servicios Sociales de Canarias, se podrán 
establecer excepciones a todos o alguno de los requisitos establecidos en la legislación vigente, 
entre otros, el de hallarse al corriente con el cumplimiento de las obligaciones tributarias o 
frente a la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes . 
 
    Aunque la ordenanza establece como potestativa la posibilidad de la exoneración de estar al 
corriente en el cumplimiento de obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social; es cierto 
que existen discrepancias en cuanto a dicha exoneración. 
 
    Existe una contradicción entre en el artículo 13.2 LGS y el artículo 189.2 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales. En realidad, es una contradicción que también existe entre el artículo 
13.2 LGS y el 34.5 de la misma norma. Si bien, ambos artículos se refieren a momentos 
procedimentales diferentes. 
 
    El 13.2 de la LGS habla del momento inicial, el de la concesión de la subvención: la persona 
que solicite la subvención debe hallarse al corriente de pago de obligaciones tributarias y con 
la Seguridad Social para poder obtener la condición de beneficiario. El 34.5 de la LGS habla del 
momento del pago de la subvención: la persona que ya es beneficiaria sólo puede cobrar la 
subvención que le fue concedida si acredita estar al corriente de pago de obligaciones 
tributarias y con la Seguridad Social. El primer artículo prevé la posibilidad de exceptuar el 
requisito, el segundo artículo no prevé excepción alguna a la obligación. 
 



 

    En la interpretación de los artículos 13.2 y 34.5 la doctrina se encuentra dividida. De una 
interpretación literal se deduce que una persona puede obtener la condición de beneficiario 
sin que esté al corriente de pago de las obligaciones tributarias y con la Seguridad Social si así 
lo exceptúan las bases reguladoras. Sin embargo, una vez que ya tiene la condición de 
beneficiaria, esa persona deberá acreditar que está al corriente de pago de dichas obligaciones 
para poder cobrar la subvención concedida. 
 
    Por otro lado, existe un sector doctrinal, que piensa que si, a fin de obtener la ayuda, la 
naturaleza de la subvención puede justificar que el beneficiario quede exceptuado de estar al 
corriente de pago de obligaciones tributarias y con la seguridad social, esa misma naturaleza 
sigue aconsejando que no se exija tal obligación en un momento posterior. 
 
    No obstante, si bien existe disparidad de criterios entre los artículos 13.2 y 34.5 LGS, cabe la 
posibilidad de efectuar exenciones a la exigencia de este requisito, si la norma reguladora de la 
subvención lo establece atendiendo a su naturaleza (por ejemplo: emergencia social), no sólo 
en el momento de la concesión (art 13.2), sino además en el pago (art.34.5), siempre y cuando 
así lo regulara la normativa autonómica, en las comunidades autónomas que hubieran asumido 
competencias en materia de régimen local. Así a título ejemplificativo, alguna Comunidad como 
la Valenciana, en su normativa de desarrollo autonómica (Ley 1/2015) ha previsto en el caso de 
este tipo de subvenciones de interés público, social o humanitario, la posibilidad que las bases 
reguladoras establezcan exención al cumplimiento de tales obligaciones, no sólo en el 
momento de la concesión, sino además en el momento del pago, abonos en cuenta o pagos 
anticipados. Sin embargo, en el caso de la Comunidad Autónoma de Canarias, la normativa 
autonómica de desarrollo no establece que pueda establecerse tal exención en el momento del 
pago, así resulta de la Ley 11/2006, de 11 de diciembre, de la Hacienda Pública Canaria y en el 
artículo 37.6 del Decreto 36/2009, de 31 de mayo, por el que se establece el régimen general 
de las subvenciones de la Comunidad Autónoma de Canarias”. 
 

En Santa Cruz de Tenerife, a 21 de octubre de 2025. 


